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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016.  

 Comparece ante nos el Sr. Víctor Fortunato Irizarry,  

(señor Fortunato o recurrente) por derecho propio y quien se encuentra 

confinado en el Complejo Correccional de Ponce, Institución Máxima 

Seguridad, del Departamento de Corrección y Rehabilitación 

(Corrección).   

Conforme a la Regla 7 (B) (5) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, este Tribunal puede "prescindir de 

términos no jurisdiccionales, específicos," escritos, notificaciones o 

procedimientos adicionales, ello "con el propósito de lograr su más justo 

y eficiente despacho...".  En consideración a lo anterior, prescindimos de 

la comparecencia de la Oficina de la Procuradora General, en 

representación de Corrección.  Examinado el escrito del recurrente, 

estamos en posición de resolver. 

 Por los fundamentos que expondremos, desestimamos el recurso 

de revisión judicial. 

I. 

 Del escrito presentado por el recurrente surge que éste alega 

haber encontrado en un portón de la institución un sobre que no le fue 
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entregado personalmente.  Indica que en dicho sobre había un sello que 

leía “Ojo solo pesar” y que desconoce quién lo incluyó.  Expone que 

dicha acción fue realizada con la intención de perjudicarle en cuanto a 

los términos de un recurso legal que incluye a varios funcionarios de la 

institución.  En su recurso el recurrente hace referencia a dicho sobre el 

cual marcó como Exhibit 1.  No obstante, no fue incluido como parte del 

apéndice del recurso.  El señor Fortunato solicita que este foro de 

apelaciones proceda con la revisión según la moción que obra dentro del 

referido sobre.   

 En su escrito, el recurrente no plantea algún señalamiento de 

error que debamos revisar. 

II. 

A. 

Nos corresponde primeramente analizar en todo caso si poseemos 

jurisdicción para atenderlo, puesto que los tribunales estamos llamados 

a ser fieles guardianes de nuestra jurisdicción, incluso cuando ninguna 

de las partes invoque tal defecto.  S.L.G. Szendrey Ramos v. F. Castillo, 

169 DPR 873, 882 (2007).  Por tanto, antes de entrar a los méritos de un 

asunto, debemos asegurarnos que poseemos jurisdicción para actuar, ya 

que los asuntos jurisdiccionales son materia privilegiada y deben ser 

resueltos con preferencia. García v. Hormigonera Mayagüezana, 172 DPR 

1, 7 (2007).  La falta de jurisdicción de un tribunal no es susceptible de 

ser subsanada, por lo que el tribunal carece de discreción para asumir 

jurisdicción donde no la hay.  S.L.G. Szendrey Ramos v. F. Castillo, 

supra, a la pág. 883; Souffront v. A.A.A., 164 DPR 663 (2005).  Una de 

las instancias en que un tribunal carece de jurisdicción es cuando se 

presenta un recurso tardío o prematuro, pues este “adolece del grave e 

insubsanable defecto de privar de jurisdicción al tribunal al cual se 

recurre… puesto que su presentación carece de eficacia y no produce 
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ningún efecto jurídico…”. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 

83, 98 (2008).     

Es norma reiterada que en los casos en que los tribunales carecen 

de jurisdicción o de autoridad para entender en los méritos de las 

controversias planteadas, deberán así declararlo y proceder a desestimar 

el recurso. González v. Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 848, 855 

(2009).  Ello se debe a que la falta de jurisdicción tiene las siguientes 

consecuencias: “(1) no es susceptible de ser subsanada; (2) las partes no 

pueden voluntariamente conferírsela a un tribunal como tampoco puede 

éste atribuírsela; (3) conlleva la nulidad de los dictámenes emitidos; (4) 

impone a los tribunales el ineludible deber de auscultar su propia 

jurisdicción; (5) impone a los tribunales apelativos el deber de examinar 

la jurisdicción del foro de donde procede el recurso, y (6) puede 

presentarse en cualquier etapa del procedimiento, a instancia de las 

partes o por el tribunal motu proprio”. Solá Gutiérrez et al. v. Bengoa 

Becerra, 182 DPR 675, 682 (2011), citando a González v. Mayagüez 

Resort & Casino, 176 DPR 848, 885 (2009). 

Por tanto, si un tribunal, luego de realizado el análisis, entiende 

que no tiene jurisdicción sobre un recurso, sólo tiene autoridad para así 

declararlo. De hacer dicha determinación de carencia de jurisdicción, el 

tribunal debe desestimar la reclamación ante sí sin entrar en sus 

méritos.  Lo anterior, basado en la premisa de que si un tribunal dicta 

sentencia sin tener jurisdicción, su decreto será jurídicamente 

inexistente o ultravires. Cordero et al. v. ARPE et al., 187 DPR 445,447 

(2012).  

El foro apelativo tiene el deber de examinar la jurisdicción antes 

de entrar en los méritos del caso. Pueblo v. Miranda Colón, 115 DPR 

511, 513 (1984). A esos efectos, el Art. 4.004 de la Ley Núm. 201-2003, 

conocida como la Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico de 2003 (Ley de la Judicatura), 4 L.P.R.A. sec. 24w, 
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establece que el Tribunal Supremo de Puerto Rico aprobará las reglas 

internas de los procedimientos del Tribunal de Apelaciones.  El Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha resuelto que las normas sobre el 

perfeccionamiento de los recursos apelativos deben observarse de forma 

rigurosa. Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84, 90 (2013).   

El propósito de las disposiciones reglamentarias es facilitar el 

proceso de revisión apelativa y colocar al tribunal en posición de decidir 

correctamente los casos.  Soto Pino v. Uno Radio Group, supra.  La Regla 

57 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, 

establece un término jurisdiccional de 30 días para presentar el escrito 

inicial de revisión judicial ante la Secretaría del Tribunal de Apelaciones.  

El término para acudir al Tribunal de Apelaciones comienza a 

transcurrir con el archivo en autos de copia de la notificación de la 

resolución final de la agencia administrativa.  Regla 57 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, supra.   

De otra parte, la Regla 59(C) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra, dispone que todo recurso de revisión judicial debe 

contener:  (1) las disposiciones legales que le confieren jurisdicción y 

competencia al Tribunal de Apelaciones; (2) una referencia a la 

decisión cuya revisión solicita, que incluya la fecha de dictada y 

notificada; (3) una relación fiel y concisa de los hechos procesales, 

importantes y pertinentes del caso; (4) un señalamiento breve y conciso 

de los errores que a juicio del recurrente cometió la agencia 

administrativa; y (5) una discusión de los errores señalados, incluyendo 

las disposiciones de ley y la jurisprudencia aplicable.  

  Como corolario de lo anterior, el Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones dispone en la Regla 83, supra, que:    

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la 
desestimación de un recurso por los motivos siguientes:     

 (1) que el Tribunal de Apelaciones carece de jurisdicción;   
 
[…] 
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(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, podrá 
desestimar un recurso de apelación o denegar un auto 

discrecional por cualesquiera de los motivos consignados en 
el inciso (B) precedente.   

 
B. 
 

La Constitución del Estado Libre Asociado establece en la Sección 

19 del Artículo VI, que “[s]erá política pública del Estado Libre Asociado 

[…] reglamentar las instituciones penales para que sirvan a sus 

propósitos en forma efectiva y propender, dentro de los recursos 

disponibles, al tratamiento adecuado de los delincuentes para hacer 

posible su rehabilitación moral y social.”  Art. VI, Sec. 19, Const. E.L.A., 

LPRA, Tomo 1.  En adición a este mandato constitucional, la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, Ley Núm. 170 de 12 de agosto 

de 1988, 3 LPRA sec. 2101 et seq. (LPAU), provee un ordenamiento 

administrativo uniforme en donde las agencias vienen obligadas a 

conducir sus procedimientos de reglamentación y adjudicación en 

cumplimiento con esta ley.   

 Cónsono con lo anterior, el 4 de mayo de 2015, fue aprobado el 

Reglamento para Atender las Solicitudes de Remedios Administrativos 

Radicadas por los Miembros de la Población Correccional (Reglamento 

Núm. 8583).  Este Reglamento fue  aprobado conforme a la Ley Pública           

Núm. 96-2476-(H.R.-10) “Civil Rights of Institutionalized Person Act”, la 

cual provee para la creación y desarrollo de un organismo 

administrativo que promueva que cada institución correccional resuelva 

efectivamente los reclamos de la población correccional.  Además, 

tendrá la facultad de velar por el cumplimiento de los deberes y 

obligaciones creadas por leyes y reglamentos que aplican a Corrección.1   

 El objetivo principal de dicha ley es que toda persona recluida en 

una institución correccional disponga de un organismo administrativo, 

en primera instancia, ante el cual pueda presentar una solicitud de 

remedio, para su atención, con el fin de minimizar las diferencias entre 

                                                 
1 Introducción del Reglamento Núm. 8583, pág. 1. 
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los miembros de la población correccional y el personal y para evitar o 

reducir la radicación de pleitos en los Tribunales de Justicia.2  

Persigue, además: plantear asuntos de confinamientos; reducir posibles 

tensiones y agresiones como resultado de reclamos no atendidos, 

recopilar información sobre los reclamos de los miembros de la 

población correccional que permitan a la agencia evaluar estos y otros 

programas existentes para facilitar el proceso de rehabilitación, 

proveyéndole mecanismos para atender justamente sus reclamos3.  

La División de Remedios Administrativos se creó para atender 

quejas y agravios de los confinados en contra de Corrección o sus 

funcionarios sobre cualquier asunto, incluyendo  áreas tales como:  

agresiones físicas, verbales y sexuales;  propiedad de confinados; 

revisiones periódicas a la clasificación; traslados de emergencia; 

confinados a ser recluidos en el anexo de máxima seguridad; reclusión 

solitaria, plan de recreación, ejercicios y uso de biblioteca para fines 

recreativos; servicios médicos y servicios religiosos.  A esta División se le 

confirió jurisdicción sobre solicitudes de miembros relacionadas, directa 

e indirectamente, a “[a]ctos o incidentes que afecten personalmente al 

miembro de la población correccional en su bienestar físico, mental, en 

su seguridad personal o en su plan institucional, minimizar las 

diferencias entre los confinados y el personal, para evitar o reducir la 

radicación de pleitos en los Tribunales, plantear asuntos de 

confinamientos al DCR”, entre otros asuntos.4 

 La Regla VI (1) del Reglamento Núm. 8583 establece que: 

1.  La División tendrá jurisdicción para atender toda Solicitud 

de Remedio radicada por los miembros de la población 
correccional en cualquier institución o facilidad correccional 

donde se encuentre extinguiendo sentencia y que esté 
relacionada directa o indirectamente con: 
 

a. Actos o incidentes que afecten personalmente al 
miembro de la población correccional en su bienestar 

                                                 
2  Id., págs. 1y 2. 
3  Id. 
4  Id. Págs. 2-3. 
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físico, mental, en su seguridad personal o en su plan 
institucional. 

 
b. Cualquier incidente o reclamación comprendida bajo 

las disposiciones de este Reglamento. 
 

c. Cuando el superintendente impone la suspensión de 

privilegios sin celebración de vista alguna, conforme a 
la reglamentación vigente sobre la “Suspensión de 
Privilegios por Razones de Seguridad”. 

 
d. […] 

 
Una solicitud de remedio es un recurso que presenta un miembro 

de la población correccional por escrito, de una situación que afecte su 

calidad de vida y seguridad, relacionado a su confinamiento. 

  Reglamento Núm. 8583, Regla IV, Inciso 24, pág. 10.     

III. 

En el caso que nos ocupa, el recurrente acude ante este foro, ya 

que alega que Corrección obstaculizó que éste enviara un escrito al 

Tribunal de Apelaciones, al devolverle el sobre mediante el cual enviaría 

el recurso. No obstante, éste no hizo referencia a la decisión cuya 

revisión solicita, que incluya la fecha de dictada y notificada por 

Corrección.  Tampoco alude a alguna solicitud de revisión adminis-

trativa que haya realizado ante Corrección, según lo promulga el 

Reglamento 8583, antes citado.  Por tanto, el recurrente no ha puesto a 

este foro en condiciones para resolver su recurso. 

No podemos asumir jurisdicción en este recurso, debido a que el 

recurrente no solicita la revisión de una resolución final de Corrección, 

sobre la cual tengamos autoridad legal para pasar juicio. En 

consecuencia, desestimamos el recurso de revisión judicial presentado 

por el señor Fortunato, por carecer de jurisdicción.  Lo aquí resuelto no 

prejuzga los reclamos administrativos que pueda formular el recurrente 

ante Corrección.   

IV. 

En atención a las razones previamente expuestas, desestimamos 

el  recurso de revisión judicial solicitado, por falta de jurisdicción.   
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 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


